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Resumen 

La empresa dispone de una amplia gama de contratos laborales, indefinidos o fijos y un abanico 

de modalidades de contratos temporales, hasta el punto, que se habla de contratación a la carta. 

En un primer momento no existían contratos temporales. Así, la empresa únicamente podía 

contratar a través de contratos indefinidos o fijos. No obstante, a partir de la década de los 

ochenta se introducen varias modalidades de contratación temporal para que la empresa pueda 

cubrir, asimismo, sus necesidades reales de mano de obra temporal y para que se creasen puestos 

de trabajo. Sin embargo, la gran mayoría de contratos temporales que se celebran son 

fraudulentos. 
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Por lo tanto, estos contratos temporales en nuestro ordenamiento laboral, al menos en teoría, son 

causales. Así, a diferencia de la normativa de otros países donde el empresario puede optar libremente 

entre realizar contratos indefinidos o contratos temporales para cubrir sus necesidades de mano de obra, 

en España, el empresario sólo puede acudir a la contratación temporal cuando exista una necesidad real 

de mano de obra temporal, esto es, cuando la actividad empresarial para la cual se quiera contratar a 

trabajadores sólo sea temporal y limitada en el tiempo. Si es una actividad empresarial continua 
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permanente en el tiempo, que no finaliza en un momento determinado, sino que se repite todos los años, 

es necesario celebrar contratos indefinidos. 

No obstante, a pesar de mantenerse formalmente la preferencia por el empleo estable o los contratos 

indefinidos, se introduce una variedad excesiva de modalidades de contratación temporal, hasta el punto 

de ser calificado como una de las normativas más abiertas e incluso desreguladoras de las de Europa 

occidental. Lo que da lugar a hablar de una contratación a la carta, llegando algunos autores incluso a 

dudar de la exigencia de la causalidad como requisito de la contratación temporal. Aunque, en la 

actualidad la gran mayoría de los contratos temporales fraudulentos que se celebran con eventuales por 

circunstancias de la producción. Ya que es más difícil determinar cuando hay una verdadera eventualidad. 

En la práctica, no hay un verdadero control de la causalidad, salvo en las empresas que cuenten con 

representantes de los trabajadores 

En la práctica, no hay un verdadero control de la causalidad, salvo en las empresas que cuenten con 

representantes de los trabajadores. Ya que, en estos casos, hay que entregarles una copia básica del 

contrato, estipulando la modalidad de contrato y la causa real por la cual se celebra. De tal modo que 

los representantes pueden controlar si efectivamente hay causa real de necesidad de mano de obra 

temporal o en una contratación temporal fraudulenta. Pero debido al tejido empresarial español, 

constituido por empresas muy pequeñas, en la gran mayoría de las empresas simplemente no hay 

representantes legales de los trabajadores. Sólo en empresas de 10 o más trabajadores hay obligación 

de constituir representantes legales de los trabajadores. Pero esto sólo es el 12% de las empresas. Así, 

en el 88% de las empresas españolas, que son de menos de 10 trabajadores, simplemente no hay 

representantes legales de los trabajadores. Lo deberían denunciar los propios trabajadores, que en la 

práctica no lo hacen por el miedo a perder su trabajo y la Oficina Pública del Empleo tampoco lleva a 

cabo un control de la legalidad del contrato. Ya que, aun cuando existe la obligación de entregar una 

copia del contrato a los servicios públicos de empleo, estos se limitan a registrarlo a efectos estadísticos, 

pero no llevan a cabo un control real de la legalidad del contrato. Tampoco la Inspección de Trabajo, que 

debido a los pocos efectivos con los cuales cuenta, unos 800 inspectores, 1 por cada 24.000 trabajadores, 

en la práctica sólo actúa por denuncia o por inspecciones programadas a algunas pocas empresas de 

algunos sectores. 
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Esto se demuestra gráficamente si vemos el elevado índice de temporalidad que existe (la tercera parte 

del total de los trabajadores del mercado laboral tienen un contrato temporal. Porcentaje que, además, 

no hace más que aumentar todos los años, ya que aproximadamente de cada 100 contratos laborales 

que se realizan 10 son indefinidos y 90 temporal). Esta alta tasa de temporalidad, llamada también 

precariedad del mercado laboral, es también, en buena medida, debido a una alta tasa de fraude en la 

contratación temporal, estimándose que alrededor del 50% de los contratos temporales se celebran en 

fraude de ley, esto es, que no responden a necesidades reales de mano de obra temporal, sino que 

encubren actividades permanentes que deberían cubrirse con contratos indefinidos, pero que el 

empresario lo hace con contratos temporales que le ofrecen mayores ventajas. 

Así, para empezar, el coste de poner fin a un contrato temporal es sensiblemente inferior, una 

indemnización de 12 días de salario, por año de servicio o la parte proporcional si se ha trabajado menos, 

que suele ser lo habitual en contratos temporales cuya media es de tres meses (así, un contrato que ha 

durado tres meses, tendría una indemnización únicamente de 4 días de salario de indemnización). 

Mientras que, un contrato indefinido puede llegar a tener una indemnización de 33 días de salario, por 

año trabajado o la parte proporcional, en caso de que se haya trabajado menos de un año. Sensiblemente 

mayor. 

También, en la práctica, es más fácil explotar, por así decirlo, a un trabajador, que está con un contrato 

temporal, pendiente de su renovación (lo típico, pues si te portas bien, te renovamos el contrato si no) 

que un trabajador con un contrato indefinido que puede permitirse ser más reivindicativo. 

De este modo, lo que en realidad son actividades normales y permanentes de las empresas. No obstante 

se cubren, en gran medida y de forma habitual, por trabajadores con contratos temporales. 

Además, esta excesiva temporalidad introducida en el mercado laboral no tiende, como era su finalidad, 

hacia la creación o al menos el reparto del empleo, sino más bien hacia la sustitución de los trabajadores 

fijos de plantilla por trabajadores temporales. De tal manera que, como hemos dicho, cada vez hay más 

trabajadores temporales y mayor precariedad, facilitada por la diversidad de contratos y los contornos a 

veces difusos entre unos y otros, así como la excesiva permisividad de la jurisprudencia en la utilización 

de ciertas modalidades, como el de obra y servicio, todo lo cual hace extraordinariamente difícil la 

aplicación del fraude de ley. 

La anterior circunstancia ha llevado a que algunos autores hayan apuntado hacia un notable e incluso 

insalvable proceso de fragmentación del ordenamiento laboral. Así, hay disfuncionalidades que, por otro 

lado, son inevitables, si no se adoptan medidas correctoras, en un sistema diseñado alrededor de una 
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relación laboral estable e indefinida, todavía hoy, al menos formalmente, considerada como típica. Así, 

por ejemplo, la imposibilidad práctica de ejercer la mayoría de los denominados derechos colectivos, que 

requieren del principio de estabilidad en el empleo, supuestos de excedencias de larga duración o algo 

tan simple como las vacaciones anuales, sin tener que conformarse con una mera compensación 

económica de las mismas. Por no mencionar las excesivas dificultades que experimenta el colectivo de 

trabajadores precarios para poder acceder a una protección social digna. 

De tal forma que, en consecuencia, se crea un binomio que literalmente coloca una espada de Damocles 

sobre las cabezas de estos trabajadores, que les impide de facto reivindicar derechos legítimos, por 

temor a represalias empresariales. 

Además, se normaliza esta situación y se habla de la costumbre de la precariedad, no sólo en el 

empresario, como sería evidente, sino también en el propio trabajador, que se habitúa a una rotación 

excesiva, interioriza la temporalidad como algo «natural», alternando periodos de trabajo con periodos 

de desempleo. Los efectos negativos de una excesiva precarización no sólo perjudican, sin embargo, a 

los trabajadores, sino que también a los propios empresarios. En efecto, las altas tasas de rotación de 

trabajadores provocan una falta de profesionalidad y de mano de obra especializada, lo cual impide la 

identificación del trabajador con la propia empresa, desincentivando su interés en la marcha de la misma. 

Pero también se perjudica el sistema de protección social. El alto índice de rotación injustificado de los 

trabajadores, por un lado, produce efectos negativos en el propio equilibrio financiero de la prestación 

por desempleo y por otro, incrementa el gasto en prestaciones de asistencia sanitaria, incapacidad 

temporal y permanente, provocado por el aumento en las cotas de siniestralidad laboral. 

La dualidad entre trabajadores fijos y temporales constituye el problema estructural más grave de 

nuestro mercado de trabajo. La contratación temporal la fórmula mayoritariamente utilizada por las 

empresas españolas para obtener flexibilidad. De hecho, el recurso excesivo a la temporalidad ha 

impregnado nuestro sistema de tal forma que ha remplazado la utilización normalizada de múltiples 

instituciones laborales tales como los períodos de prueba al inicio de las contrataciones indefinidas, la 

contratación a tiempo parcial, los contratos formativos o las medidas de flexibilidad interna (cambio de 

funciones, de condiciones laborales como salario o jornada, etc., de forma temporal para superar 

supuestos de crisis) que, como es fácilmente constatable, son empleadas en nuestro país de forma 

significativamente más reducida que en los países de nuestro entorno europeo. 

Sin embargo, las medidas adoptadas desde hace años para corregir esta disfunción de nuestro mercado 

de trabajo, principalmente el fomento de la contratación indefinida basado en subvenciones y la 

reducción de las cotizaciones sociales, han resultado ineficaces, pues cuando se han agotado las 
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bonificaciones, por regla general, las empresas han puesto fin a los contratos, formalmente indefinidos, 

llevando a contratos indefinidos «de corta» y de «larga» duración, esto es, contratos indefinidos de 

verdad, donde los trabajadores están protegidos frente al despido y, por lo tanto, frente a una posible 

arbitrariedad empresarial por una elevada indemnización por despido y contratos indefinidos meramente 

formales ya que, pese a llamarse contratos indefinidos, el coste del despido es más barato y se asemeja 

al de un contrato temporal. Lo cual genera un nuevo dualismo, bajo la apariencia formal de contratos 

indefinidos, existente, no obstante, contratos formalmente indefinidos (en realidad contratos temporales 

con menos coste de despido) y contratos indefinidos de verdad. 

La «quid» de la cuestión radica, de nuevo, en el coste del despido, en la cuantía de la indemnización que 

deba pagar el empresario 

Por ello se ha hablado como solución, crear el contrato único indefinido, esto es, poner fin a la 

contratación a la carta, contratación temporal y contratos indefinidos y que el empresario no pueda 

escoger entre distintos contratos a la hora de contratar a un trabajador, sino que sólo existe una única 

modalidad de contrato laboral bajo el cual se pueda contratar. Ahora bien, obviamente, la «quid» de la 

cuestión radica, de nuevo, en el coste del despido, en la cuantía de la indemnización que deba pagar el 

empresario. En efecto, si este contrato único tuviera un coste del despido elevado 33 días, por ejemplo, 

ofrecería una verdadera protección para el trabajador frente a un despido arbitrario del empresario y 

sería un contrato indefinido de verdad. Sin embargo, si se le fijara un despido bajo, 12 días, por ejemplo, 

no dejaría de ser formalmente asumible despedir al trabajador como ahora se hace a través de los 

contratos temporales y sólo sería un contrato indefinido sobre el papel. Por ello, los empresarios pedían 

un contrato único con un despido bajo e incluso no tener que pagar indemnización alguna durante los 

primeros años de la contratación. De este modo, como en la actualidad realmente el coste medio del 

despido que se paga son unos 20 días por año de servicio, como veremos, debido a la generalización de 

los despidos objetivos, lo razonable sería establecer un contrato único con una indemnización intermedia, 

probablemente en torno a unos 25 días de salario por año de servicio. También se ha dicho que debería 

ser progresiva, esto es ninguna o poca indemnización los primeros meses o años del contrato y luego 

paulatinamente va aumentando hasta llegar a la indemnización máxima. Sin embargo, a nadie se le 

escapa que, de ser así, el empresario podría ir despidiendo trabajadores antes de llegar a la antigüedad 

en la empresa para tener derecho a la indemnización máxima y sustituyéndolos por nuevos que todavía 

no tengan indemnización, creando así otra dualidad 
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Tampoco se incide sobre la contratación temporal fraudulenta de una forma real y eficaz, pues es cierto 

que la prohibición de encadenamiento de contratos temporales prevista en el artículo 15.5 de la LET se 

vuelve a aplicar tras 31 de diciembre de 2012. De tal forma que ahora no es posible ir contratando en el 

tiempo a trabajadores con sucesivos contratos temporales de obra y eventuales durante más de 24 

meses en un período de 30 meses. 

Sin embargo, si bien a partir de dicha fecha vuelve a entrar en vigor, a nadie se le escapa las 

posibilidades, relativamente sencillas, de evitar la aplicación del mismo: rotación en el mismo puesto 

con dos o más trabajadores distintos, o con las modalidades de contratación exentas, interinidad, etc. 

Por no mencionar la posibilidad de rodear esta norma a través de la externalización de la mano de obra 

y, muy especialmente la subcontratación. 

Mientras el coste del utilizar estos contratos temporales sea para el empresario menor, no dejará de 

utilizarlos frente a la contratación indefinida. Por ello, si se mantienen los contratos temporales sólo se 

puede cesar la utilización fraudulenta, elevando el coste de su utilización, para que no le sea tan rentable 

al empresa, elevando las cotizaciones a la Seguridad Social de estos contratos y el coste por finalización 

del contrato, equiparándola al del despido de los contratos indefinidos y controlando que realmente se 

acude a ellos por necesidades reales de mano de obra temporal y no encubriendo actividades 

permanentes. 

Otra posibilidad sería precisamente que la contratación temporal dejase de ser causal, esto es, que no 

fuera necesario tener una causa para recurrir a la misma y como ocurre en otros países, se condicione 

cuantitativamente y no cualitativamente la contratación temporal, estableciendo un número máximo de 

trabajadores que puede tener la empresa con contratos temporales, en función del número total de 

trabajadores que tenga en plantilla. Así, por ejemplo, empresas de menos de 100 trabajadores, 15% 

máximo de trabajadores con contratos temporales. 

Pero lo que no se puede hacer, obviamente, es tener una contratación temporal causal y luego en la 

práctica no controlar la causalidad real de esa contratación temporal, pues esto nos llevan a tasas 

desorbitadas de temporalidad, como hemos dicho, de cada 100 contratos nuevos que se celebran 10 son 

indefinidos y 90 temporales. ¿Hay tanta necesidad real de mano de obra temporal? Evidentemente no, 

la gran mayoría es fraudulenta, pero no se controla. 
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